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FORMATO DE RESPUESTA PQRSD
[bookmark: _Hlk143780582]DOCUMENTOS TIPO – Fundamento normativo – Obligatoriedad 

El artículo 1 de la Ley 2022 de 2020 “Por la cual modifica el artículo 4 de la Ley 1882 de 2018 y se dictan otras disposiciones” otorga a la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente la competencia para adoptar los documentos tipo que serán de obligatorio cumplimiento en la actividad contractual de todas las entidades sometidas al Estatuto General de la Administración Pública.

SECTOR SOCIAL – Documentos tipo – Vigentes

Las Resoluciones 539, 540 y 541 del 21 de agosto de 2025, así como las Resoluciones 952 y 953 del 15 de diciembre de 2025, adoptadas en el sector de infraestructura social, aplican de forma transversal a las modalidades de selección indicadas y a los proyectos de infraestructura, interventoría y consultoría enmarcados dentro de los sectores educativo, de salud, cultura, recreación y deporte, institucional y vivienda, en los procesos de selección cuyo aviso de convocatoria se publique a partir del 16 de febrero de 2026. 

DOCUMENTOS TIPO – Aplicación – Matriz de Experiencia 

Para establecer si determinado objeto contractual se encuentra cobijado o no por los documentos tipo, es necesario determinar si el mismo se enmarca en los tipos de infraestructura, modalidades de selección y tipos de obra estandarizadas en las respectivas matrices de experiencia. De esta manera, solo resulta obligatoria la aplicación de un documento tipo en particular cuando se ha establecido que el objeto contractual y la modalidad en la que debe contratarse están dentro del ámbito de aplicación de las resoluciones expedidas por esta Agencia mediante las cuales se adoptan documentos tipo.

Uno de los elementos comunes a los diferentes documentos tipo es la “Matriz – Experiencia”. Esta consta de unas celdas en las que se describe la experiencia requerida en relación con el objeto a contratar, definiendo además qué tipo de actividades relacionadas con cada sector deben acogerse a los pliegos tipo. Por otro lado, encontramos el “Anexo – Glosario”, el cual contiene las definiciones de los términos usados en los documentos del proceso. Utilizando estos dos documentos, la entidad estatal puede definir si el objeto a contratarse debe emplear los documentos tipo adoptados por esta Agencia.

CRITERIOS SOCIALES Y AMBIENTALES – Documentos tipo – Infraestructura social – Numeral 4.2.1

El numeral 4.2.4, denominado “Criterios ambientales y sociales”, del documento base establece que la entidad asignará: i) un puntaje de quince (15) puntos al proponente que se comprometa a ofrecer alguno de los elementos que conforman el criterio ambiental, y ii) un puntaje de cinco (5) puntos al proponente que se comprometa a ofrecer alguno de los elementos que conforman el criterio social. En consecuencia, ambos criterios otorgan un total de veinte (20) puntos. 

CRITERIOS AMBIENTALES – Documento base – Numeral 4.2.4.1 – Alcance

En relación con el primero de estos criterios —el ambiental—, este se desarrolla en el numeral 4.2.4.1 del documento base, en el que se reitera que la entidad asignará un puntaje de quince (15) puntos al proponente que se comprometa a ofrecer alguno de los elementos que conforman el factor de sostenibilidad técnico-ambiental. Dicho compromiso deberá acreditarse mediante la suscripción del Formato 12A – Criterio ambiental, en el cual deberá constar, bajo la gravedad de juramento, tanto el compromiso asumido como el ofrecimiento realizado.

Asimismo, el numeral dispone que los ofrecimientos son de carácter opcional para los proponentes que, de acuerdo con el análisis efectuado, se encuentren en capacidad de materializarlos y cumplirlos. Por consiguiente, los proponentes que no alleguen el Formato 12A – Criterio ambiental no obtendrán el puntaje correspondiente a este criterio de evaluación.

(…)

En este sentido, el documento contempla tres (3) opciones, entre las cuales la entidad deberá escoger una (1), atendiendo al rango del presupuesto oficial aplicable al proceso de selección, de conformidad con lo establecido en la Matriz 1 – Experiencia. Dichas opciones son las siguientes (…)

CRITERIOS AMBIENTALES – Documento base – Numeral 4.2.4.1 – Obligatoriedad

(…) una vez la entidad determine la opción aplicable al proceso de contratación en función del rango del presupuesto oficial correspondiente, los criterios ambientales –que integran la opción–, no son de carácter optativo o discrecional para su inclusión individual, sino que deberán exigirse en su totalidad. 

En otras palabras, la discrecionalidad de la entidad se agota en la selección de la opción –uno (1), dos (2) y tres (3)– que corresponda según la cuantía del proceso de contratación, mas no se extiende a decidir, dentro de la opción ya escogida, cuáles de los criterios ambientales que la componen incorpora o excluye del pliego de condiciones. Esto obedece a que el documento base –numeral 4.2.4.1– concibió cada opción como un bloque integral y armónico, diseñado en función de la complejidad y magnitud del proyecto según su cuantía, de manera que la exigencia parcial o selectiva de los criterios desnaturalizaría la finalidad de estandarización y proporcionalidad que inspira la estructura de las tres (3) opciones.

Ahora bien, lo anterior no obsta para precisar que, la obligatoriedad de incluir la totalidad de los criterios que integran la opción seleccionada admite una salvedad expresamente prevista por el propio documento base, y no una excepción que quede al arbitrio de la entidad. En efecto, tratándose del criterio de instalación de ciclo–parqueaderos –previsto dentro de la opción 3–, la norma dispone que la entidad deberá tener la certeza de contar con un espacio disponible en el área de intervención de la obra pública, así como con las condiciones físicas y reales del predio que hagan técnicamente viable dicha instalación, señalando expresamente que, "(…) en caso contrario, este criterio no será aplicado". Se trata, entonces, de una condición de viabilidad técnica y material incorporada por el propio documento base al criterio en cuestión, y no de una facultad discrecional de la entidad para omitirlo por razones de conveniencia o simple decisión administrativa.

CRITERIOS AMBIENTALES – Documento base – Numeral 4.2.4.1 – Opción dos – Alcance

La opción 2 aplica a los procesos de contratación cuyo presupuesto oficial se enmarque en los terceros y cuartos rangos previstos en las matrices de experiencia de cada subsector de infraestructura social. En consecuencia, esta opción deberá seleccionarse cuando el presupuesto oficial del proceso se encuentre: i) entre mil quinientos uno (1.501) y cinco mil (5.000) SMMLV para el subsector educativo; ii) entre mil quinientos uno (1.501) y ocho mil (8.000) SMMLV para el subsector salud; iii) entre mil uno (1.001) y tres mil quinientos (3.500) SMMLV para el subsector cultura, recreación y deporte; iv) entre mil uno (1.001) y diez mil (10.000) SMMLV para el subsector institucional de servicio público; v) entre dos mil quinientos uno (2.501) y veinte mil (20.000) SMMLV para el subsector institucional de seguridad pública (incluidos los sitios de reclusión); y vi) entre mil quinientos uno (1.501) y cinco mil (5.000) SMMLV para el subsector vivienda.

Dentro de la opción dos (2), se establecen cinco (5) criterios ambientales aplicables, estos son: i) establecer, medir y hacer seguimiento a un indicador de impacto ambiental adicional a los establecidos en el Plan de Manejo Ambiental –PMA– y/o licencia ambiental y/o demás instrumentos definidos por la normatividad y/o autoridad ambiental competente; ii) contar con un programa de transporte sostenible; iii) contar con un programa de reciclaje y gestión integral de residuos; iv) asegurar la gestión adecuada de los residuos generados durante la prestación del servicio de obra; y v) usar, durante la ejecución de las obras, en las zonas de campamentos y/o frentes de obra, fuentes de energía renovables, eficientes y/o energías alternativas. Para cada uno de estos criterios se establecen consideraciones específicas para su aplicación, según se detalla en el numeral 4.2.4.1 del Documento Base.

FORMATO 12 – Criterio social y ambiental – Documentos tipo – Infraestructura social

Para la acreditación de los compromisos asumidos y la consecuente asignación del puntaje correspondiente a los criterios ambiental y social, previstos –respectivamente– en los numerales 4.2.4.1 y 4.2.4.2, el documento tipo contempla el Formato 12 – Criterio Ambiental y Social. Este se compone de dos secciones: el Formato 12A – Criterio ambiental y el Formato 12B – Criterio social.

FORMATO 12 A – Criterio ambiental – Documentos tipo – Infraestructura social – Diligenciamiento 

En este sentido, en el “Formato 12 A – Criterio ambiental” el proponente manifiesta “expresamente bajo la gravedad de juramento el compromiso de ofrecer los siguientes factores de sostenibilidad técnico ambiental agregado, según las condiciones definidas en el Pliego de Condiciones” (énfasis fuera del texto original). 

Seguidamente, el formato dispone que la entidad, de acuerdo con el presupuesto oficial del proceso de selección, deberá escoger una de las tres (3) opciones allí previstas y eliminar las restantes. En este punto, es importante precisar que la opción seleccionada en el Formato 12A – Criterio ambiental debe corresponder exactamente a la opción previamente incorporada en el numeral 4.2.4.1 del documento base, de manera que exista plena correspondencia entre ambos documentos.

En consecuencia, para efectos de la elaboración y diligenciamiento del Formato 12A, la entidad no debe incorporar criterios o condiciones diferentes a los establecidos en el documento base. Por el contrario, deberá reproducir en el formato la opción previamente definida en el numeral 4.2.4.1, incluyendo los criterios ambientales que correspondan con la opción escogida y demás condiciones que resulten aplicables según la selección. Lo anterior tiene como finalidad que los proponentes conozcan con claridad el alcance del compromiso que asumirán al suscribir el formato y que exista correspondencia entre los criterios de evaluación previstos en el documento base y aquellos que serán objeto de acreditación mediante el Formato 12A – Criterio ambiental.

(…)

Posteriormente, el formato contempla una casilla de selección con las opciones “Sí” y “No”, la cual deberá ser diligenciada por el oferente según corresponda. En este sentido, el proponente deberá marcar la opción “Sí” indicando que se compromete a asumirlos durante la ejecución del contrato, o la opción “No” cuando no realice dicho ofrecimiento. De esta manera, el formato permite identificar de forma expresa e inequívoca los compromisos ambientales asumidos por el proponente y que, una vez aceptados, adquirirán carácter vinculante como obligaciones contractuales.
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Señor
Diego Dorado Rodríguez 
Popayán, Cauca
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Estimado señor Dorado Rodríguez: 
	
En ejercicio de la competencia otorgada por los artículos 3, numeral 5º, y 11, numeral 8º, del Decreto Ley 4170 de 2011, así como lo establecido por la Resolución 469 de 2025 expedida por esta Entidad, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente– responde su solicitud de consulta del 3 de julio de 2026, en la cual manifiesta lo siguiente: 

“I. ANTECEDENTES Y CONTEXTO DE LOS VACÍOS INTERPRETATIVOS 
El numeral correspondiente al Criterio Ambiental (Factor de Calidad) de los Pliegos Tipo vigentes establece una contradicción interna en su redacción, un error material de duplicidad en sus textos y una disyuntiva en el diseño visual de su matriz de ponderación (Formato 12A). 
1. Contradicción sustancial en el texto del pliego base: Por una parte, el pliego base define la regla de asignación de la siguiente manera textual:
 “La Entidad asignará un puntaje de quince (15) puntos al proponente que se comprometa a ofrecer alguno de los elementos que conforman el criterio ambiental, de conformidad con lo establecido en el presente numeral.” 
Esta redacción sugiere de manera literal que el ofrecimiento puede ser individual, selectivo o parcial; es decir, que basta con elegir un solo elemento o actividad de los listados para tener derecho a la totalidad de los 15 puntos. 
Sin embargo, en el apartado inmediatamente posterior dedicado a la forma de acreditación, el mismo numeral del pliego base exige textualmente lo siguiente:
“Para la acreditación del compromiso y asignación de puntaje el proponente deberá presentar el Formato 12 A– Criterio Ambiental, debidamente suscrito y bajo la gravedad de juramento conste el compromiso que en este sentido asume, de realizar las siguientes actividades: Opción 2: Para Procesos de Contratación cuyo Presupuesto Oficial se enmarque en los terceros y cuartos rangos establecidos en las matrices de experiencia de cada Subsector, así: i) Establecer, medir y hacer seguimiento a un indicador de impacto ambiental (...); ii) Contar con un programa de transporte sostenible (...); iii) Contar con un programa de reciclaje y gestión integral de residuos (...); iv) Asegurar la gestión adecuada de los residuos (...); v) Usar durante la ejecución de las obras, en las zonas de campamentos y/o frentes de obra, fuentes de energía renovables, eficientes y/o energías alternativas (...)”.
Esta segunda sección vincula el otorgamiento del puntaje al cumplimiento de la opción en bloque, utilizando la expresión en plural "las siguientes actividades" y listando obligatoriamente los literales del i) al v), lo que denota que el compromiso debe abarcar el conjunto completo de las obligaciones ambientales y no una sola de ellas.
2. Error material de duplicidad y fusión de actividades en el Formato 12A: Sumado a la contradicción textual, existe un evidente yerro de diagramación en la matriz oficial del Formato 12A. En la primera casilla del cuadro (Item No i) de la Opción 2), la Agencia fusionó e introdujo por error dos actividades distintas. El texto de esa primera fila dice textualmente:
“i). Usar durante la ejecución de las obras, en las zonas de campamentos y/o frentes de obra, fuentes de energía renovables, eficientes y/o energías alternativas; por ejemplo, paneles solares, iluminación LED, entre otras, garantizando la adecuada utilización y disposición de los recursos empleados. i) Establecer, medir y hacer seguimiento a un indicador de impacto ambiental...”
Como se observa, la actividad referente al uso de energías renovables aparece indexada erróneamente dentro del literal i), pero dicha actividad se repite de forma exacta más adelante en el literal v) (Item No. 5) del mismo formato. 
Al no existir una instrucción de diligenciamiento que aclare cómo proceder ante esta anomalía de la matriz estatal, en el mercado de compras públicas se están presentando dos conductas por parte de los oferentes:
• Conducta A: Oferentes que dejan el formato intacto (respetando la inmodificabilidad de los Documentos Tipo) y marcan un único "SÍ" o "X" en el encabezado de la Opción 2 o en la casilla mixta del Ítem i), asumiendo ambas obligaciones fusionadas por el error de la Agencia. 
• Conducta B: Oferentes que, al percatarse de la repetición, editan el formato para eliminar la actividad de energías renovables del literal i) y dejarla exclusivamente en el literal v) donde corresponde cronológicamente.
Esto ha provocado que los Comités Evaluadores apliquen criterios disímiles, restrictivos y ultraformalistas, restando puntaje o rechazando ofertas de forma arbitraria. 
II. PREGUNTAS CLAVE PARA LA AGENCIA (CONSULTA JURÍDICA) 
Con base en lo anterior, de manera general, abstracta e impersonal, solicito a Colombia Compra Eficiente emitir concepto técnico que resuelva los siguientes interrogantes:
1- ¿Cuál es el alcance real del compromiso ambiental exigido frente a los dos textos transcritos? Para el otorgamiento de los 15 puntos, ¿el proponente debe comprometerse obligatoriamente con la ejecución de la totalidad de las actividades (de la i a la v), o es válido que ofrezca y ejecute únicamente una (1) o algunas de las actividades amparándose en la frase que indica "ofrecer alguno de los elementos"? 
2- ¿Es válido el ofrecimiento en bloque mediante el encabezado de la opción? Si un proponente consigna una manifestación expresa de voluntad afirmativa (como la palabra "SÍ" o una "X") directamente en la casilla que encabeza el título general de la "Opción 2", ¿debe entenderse jurídicamente que su compromiso bajo gravedad de juramento integra y cobija la totalidad de las actividades desglosadas debajo de dicho título, adquiriendo una obligación contractual plena sobre todo el bloque normativo? 
3- ¿Cómo deben evaluar las Entidades la duplicidad de la actividad de energías renovables en el Ítem 1? Ante el error de diseño del formato oficial donde coexisten dos actividades en una misma celda (repitiéndose la de energías renovables en el ítem 1 y en el ítem 5):
• a) ¿Es válido que el proponente marque el "SÍ" general u otorgue un "SÍ" en el Ítem i) dejando el texto duplicado tal como lo diseñó la Agencia, entendiéndose que asume ambas obligaciones allí redactadas? 
• b) ¿Le es permitido a los oferentes modificar o recortar el texto repetido del Ítem i) para subsanar el error de la Agencia, o esto se considera una alteración prohibida al formato tipo? 
• c) ¿Puede un Comité Evaluador restar puntaje a un oferente bajo el argumento de que la actividad de energías renovables quedó en blanco en el literal v), a pesar de que el proponente ya la había aceptado y firmado dentro de la celda del literal i) debido al error de diagramación del formato?
• a) ¿Es válido que el proponente marque el "SÍ" general u otorgue un "SÍ" en el Ítem i) dejando el texto duplicado tal como lo diseñó la Agencia, entendiéndose que asume ambas obligaciones allí redactadas?
• b) ¿Le es permitido a los oferentes modificar o recortar el texto repetido del Ítem i) para subsanar el error de la Agencia, o esto se considera una alteración prohibida al formato tipo? 
• c) ¿Puede un Comité Evaluador restar puntaje a un oferente bajo el argumento de que la actividad de energías renovables quedó en blanco en el literal v), a pesar de que el proponente ya la había aceptado y firmado dentro de la celda del literal i) debido al error de diagramación del formato? 
4- ¿Cómo debe operar el Comité Evaluador ante la ambigüedad general del pliego y el formato? En virtud de los principios de selección objetiva, libre concurrencia, favorabilidad, igualdad y prevalencia del derecho sustancial (Art. 228 CP y Art. 5 de la Ley 1150 de 2007), ¿está obligada la Entidad Estatal a convalidar y otorgar los 15 puntos tanto a los proponentes que marcaron el encabezado de la opción en bloque (asumiendo el error de texto), como a aquellos que marcaron las actividades individuales? 
5- ¿Cómo se resuelve la incongruencia sustancial entre el Pliego Base y el Formato 12A frente al principio de inmodificabilidad de los Documentos Tipo? Al contrastar los dos documentos oficiales, se evidencia una grave incongruencia de fondo: en el texto del Pliego Base, el literal i) contiene única y exclusivamente la actividad del indicador de impacto ambiental. En cambio, en el Formato 12A, ese mismo literal i) aparece alterado de origen, incluyendo por error el texto de fuentes de energía renovables, la cual se repite textualmente en el literal v). Considerando que la normativa prohíbe de forma tajante tanto a los oferentes como a las Entidades Estatales modificar, quitar o poner texto en los formatos tipo: 
a) ¿Ante esta incongruencia generada por la Agencia, se ratifica que la conducta más sana y jurídicamente correcta para el oferente es consignar el "SÍ" o la "X" únicamente frente al encabezado general de la 'Opción 2' (el cual reza textualmente: "Opción 2 de acuerdo con el numeral 4.2.4.1 CRITERIOS AMBIENTALES del Documento base"), entendiéndose que con ello se perfecciona el compromiso exacto del Pliego Base sin alterar la matriz del Formato 12A?
b) ¿Se acepta que obligar al proponente a marcar individualmente "SÍ" en las 5 casillas inferiores del Formato 12A generaría un vicio procesal, toda vez que se le estaría forzando a ofrecer y ejecutar una doble carga obligacional de fuentes de energía (en el ítem 1 y en el ítem 5) que el Pliego Base jamás contempló, rompiendo la coherencia obligatoria que debe existir entre el pliego y sus formatos? 
Agradezco de antemano su atención a la presente consulta, la cual resulta de vital urgencia para unificar criterios de evaluación en los procesos de selección del Estado y evitar litigios contractuales derivados de interpretaciones ultraformalistas de los comités evaluadores”.

De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad sólo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos particulares de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas a la Ley 80 de 1993 o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias ni a brindar asesorías sobre casos puntuales. 	
Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición se resolverá su consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias particulares y concretas que menciona en las preguntas de la solicitud, pero haciendo unas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con el problema jurídico de su consulta. 

1. Problema planteado:

De acuerdo con el contenido de su solicitud y en relación con los documentos tipo del sector de infraestructura social, particularmente los de licitación de obra pública – versión 2, esta Agencia resolverá los siguientes problemas jurídicos: i) ¿Cuál es el alcance del numeral 4.2.4.1 del documento base, en cuanto a la estructura de las tres (3) opciones allí previstas y los criterios ambientales que las componen, en función del presupuesto oficial del respectivo proceso de contratación?, ii) ¿Una vez determinada la opción aplicable conforme al presupuesto oficial del proceso, la entidad cuenta con la facultad de elegir cuáles de los criterios ambientales que integran dicha opción incorpora o excluye del pliego de condiciones, o por el contrario, estos deben exigirse en su totalidad?, iii) ¿Cuál es el alcance de la opción dos (2) del numeral 4.2.4.1 del documento base, y con qué alcance debe ser exigido por la entidad y ofertado por el proponente?, iv) ¿La estructura del Formato 12A – Criterio ambiental, al contemplar una única casilla de selección con las opciones "Sí" y "No" para la totalidad de los criterios que integran la opción aplicable, permite al proponente aceptar u ofertar solo alguno o algunos de dichos criterios y obtener un puntaje parcial o fraccionado, o por el contrario, el compromiso allí manifestado debe entenderse como una asunción conjunta e indivisible de la totalidad de los criterios de la opción respectiva?, y v) Ante el error de transcripción detectado en el literal i) del Formato 12A –Opción 2–, consistente en la inserción duplicada del texto relativo al uso de fuentes de energía renovables (ya previsto de forma autónoma en el literal v), ¿cuál es el alcance del compromiso que asume el proponente al marcar "Sí" en dicha opción, y cuenta la entidad contratante con la facultad de ajustar el formato para corregir dicha anomalía, aun cuando el ajuste no corresponda a uno de los espacios habilitados entre corchetes para su diligenciamiento?

2. Respuestas:

	Por unidad de materia, los problemas jurídicos uno (1) y dos (2) se responderán de forma conjunta en los siguientes términos:
i. y ii. El criterio ambiental se desarrolla en el numeral 4.2.4.1 del documento base, en el que se reitera que la entidad asignará un puntaje de quince (15) puntos al proponente que se comprometa a ofrecer alguno de los elementos que conforman el factor de sostenibilidad técnico–ambiental. Este compromiso deberá acreditarse mediante la suscripción del Formato 12A – Criterio ambiental, en el cual deberá constar, bajo la gravedad de juramento, tanto el compromiso asumido como el ofrecimiento realizado.
Asimismo, el numeral dispone que los ofrecimientos son de carácter opcional para los proponentes que, de acuerdo con el análisis efectuado, se encuentren en capacidad de materializarlos y cumplirlos. Por consiguiente, los proponentes que no alleguen el Formato 12A – Criterio ambiental no obtendrán el puntaje correspondiente a este criterio de evaluación.
El numeral precisa que las medidas implementadas en el marco del criterio ambiental serán asumidas por cuenta y riesgo del proponente y que, una vez ofrecidas, tendrán carácter vinculante como obligaciones contractuales. Por consiguiente, será objeto de vigilancia por la interventoría durante la ejecución del contrato de obra. 
Adicionalmente, se señala que, si el proceso se adelanta por lotes o segmentos, el presupuesto de referencia para cada opción de las prevista por el criterio ambiental se entenderá como el presupuesto de cada lote o segmento. Seguidamente, en el numeral se establecen cuatro (4) consideraciones para la obtención del puntaje. 
Ahora bien, la entidad deberá seleccionar, de conformidad con el presupuesto oficial del proceso de selección, una de las alternativas previstas en el numeral 4.2.4.1 del documento base, suprimiendo las opciones restantes.
En este sentido, el documento contempla tres (3) opciones, entre las cuales la entidad deberá escoger una (1), atendiendo al rango del presupuesto oficial aplicable al proceso de selección, de conformidad con lo establecido en la Matriz 1 – Experiencia. Dichas opciones son las siguientes:

“Opción 1: Para Procesos de Contratación cuyo Presupuesto Oficial se enmarque en los dos primeros rangos establecidos en las matrices de experiencia de cada Subsector (…)”.
“Opción 2: Para Procesos de Contratación cuyo Presupuesto Oficial se enmarque en los terceros y cuartos rangos establecidos en las matrices de experiencia de cada Subsector (…)”.
Opción 3: Para Procesos de Contratación cuyo Presupuesto Oficial se enmarque en el quinto y último rango establecido en las matrices de experiencia de cada Subsector (…)”. 

En cada una de las opciones se establecen unos criterios ambientales que deberá exigir la entidad de acuerdo con las instrucciones que se señalan para cada uno de estos. Es así como, la opción 1 contempla el cumplimiento de cuatro (4) criterios y la opción 2 de cinco (5), la opción 3, prevista para los procesos de selección con presupuestos oficiales de mayor cuantía, incorpora criterios de mayor complejidad técnica y exige el cumplimiento de siete (7) criterios. 
Una vez la entidad determine la opción aplicable al proceso de contratación en función del rango del presupuesto oficial correspondiente, los criterios ambientales –que integran la opción–, no son de carácter optativo o discrecional para su inclusión individual, sino que deberán exigirse en su totalidad. 
En otras palabras, la discrecionalidad de la entidad se agota en la selección de la opción –uno (1), dos (2) y tres (3)– que corresponda según la cuantía del proceso de contratación, mas no se extiende a decidir, dentro de la opción ya escogida, cuáles de los criterios ambientales que la componen incorpora o excluye del pliego de condiciones. Esto obedece a que el documento base –numeral 4.2.4.1– concibió cada opción como un bloque integral y armónico, diseñado en función de la complejidad y magnitud del proyecto según su cuantía, de manera que la exigencia parcial o selectiva de los criterios desnaturalizaría la finalidad de estandarización y proporcionalidad que inspira la estructura de las tres (3) opciones.
Ahora bien, como lo indicamos, lo anterior no obsta para precisar que, la obligatoriedad de incluir la totalidad de los criterios que integran la opción seleccionada admite una salvedad expresamente prevista por el propio documento base, y no una excepción que quede al arbitrio de la entidad. En efecto, tratándose del criterio de instalación de ciclo–parqueaderos –previsto dentro de la opción 3–, la norma dispone que la entidad deberá tener la certeza de contar con un espacio disponible en el área de intervención de la obra pública, así como con las condiciones físicas y reales del predio que hagan técnicamente viable dicha instalación, señalando expresamente que, "(…) en caso contrario, este criterio no será aplicado". Se trata, entonces, de una condición de viabilidad técnica y material incorporada por el propio documento base al criterio en cuestión, y no de una facultad discrecional de la entidad para omitirlo por razones de conveniencia o simple decisión administrativa.
Distinto es el tratamiento dado al criterio de siembra de especímenes arbóreos nativos de la zona –también previsto en la opción 3–, respecto del cual, el documento base no contempla la posibilidad de que el criterio "no sea aplicado" ante la ausencia de espacio disponible en el predio de intervención, sino que, por el contrario, dispone que en tal evento la entidad y el contratista deberán acordar un lugar alternativo, ya sea en el espacio público o en zonas de reserva ambiental del municipio o distrito donde se ejecute la obra, para efectos de llevar a cabo la siembra. Es decir, en este caso la falta de espacio en el predio del proyecto no exime a la entidad de exigir el criterio, sino que activa una regla de reubicación que garantiza su cumplimiento por una vía distinta.
En consecuencia, salvo por la condición de viabilidad técnica expresamente prevista para el criterio de ciclo-parqueaderos –que constituye una excepción puntual y no una regla general–, los demás criterios ambientales que integran cada una de las opciones deberán ser exigidos por la entidad en su totalidad, sin que le sea dable, por fuera de dicha salvedad expresa, prescindir de alguno de ellos una vez determinada la opción aplicable según el presupuesto oficial del proceso.
Lo dispuesto en los dos párrafos precedentes, encuentra sustento adicional, contrastando el contenido del numeral 4.2.4.1 del documento base con la regulación que este establece del factor de calidad, previsto en el numeral 4.2. En efecto, tratándose de estos factores –la implementación del programa de gerencia de proyectos, la disponibilidad y condiciones funcionales de la maquinaria de la obra, y la presentación de un plan de calidad–, la entidad sí cuenta con una facultad de elección que le permite escoger uno o algunos de los criterios señalados, para lo cual dispone de un total de diez (10) puntos, que puede distribuir libremente entre las opciones seleccionadas, siempre que la sumatoria no exceda ese límite, incluso, si decide combinar varios de estos criterios. Esta libertad de configuración se evidencia expresamente en los numerales –4.2.1, 4.2.2 y 4.2.3– en los que el puntaje a asignar es definido por la propia entidad, “siempre y cuando no sea superior a 10 puntos aún si escoge varios criterios”, lo que confirma que, en este factor, tanto la selección de los criterios como la asignación del puntaje corresponde a un ejercicio de discrecionalidad reglada para la entidad que adelanta el proceso. 

iii. Considerando que usted indaga por la opción dos (2) dispuesta en el numeral 4.2.4.1 del documento base, esta opción aplica a los procesos de contratación cuyo presupuesto oficial se enmarque en los terceros y cuartos rangos previstos en las matrices de experiencia de cada subsector de infraestructura social. En consecuencia, esta opción deberá seleccionarse cuando el presupuesto oficial del proceso se encuentre: i) entre mil quinientos uno (1.501) y cinco mil (5.000) SMMLV para el subsector educativo; ii) entre mil quinientos uno (1.501) y ocho mil (8.000) SMMLV para el subsector salud; iii) entre mil uno (1.001) y tres mil quinientos (3.500) SMMLV para el subsector cultura, recreación y deporte; iv) entre mil uno (1.001) y diez mil (10.000) SMMLV para el subsector institucional de servicio público; v) entre dos mil quinientos uno (2.501) y veinte mil (20.000) SMMLV para el subsector institucional de seguridad pública (incluidos los sitios de reclusión); y vi) entre mil quinientos uno (1.501) y cinco mil (5.000) SMMLV para el subsector vivienda.
Dentro de la opción dos (2), se establecen cinco (5) criterios ambientales aplicables, estos son: i) establecer, medir y hacer seguimiento a un indicador de impacto ambiental adicional a los establecidos en el Plan de Manejo Ambiental –PMA– y/o licencia ambiental y/o demás instrumentos definidos por la normatividad y/o autoridad ambiental competente; ii) contar con un programa de transporte sostenible; iii) contar con un programa de reciclaje y gestión integral de residuos; iv) asegurar la gestión adecuada de los residuos generados durante la prestación del servicio de obra; y v) usar, durante la ejecución de las obras, en las zonas de campamentos y/o frentes de obra, fuentes de energía renovables, eficientes y/o energías alternativas. Para cada uno de estos criterios se establecen consideraciones específicas para su aplicación, según se detalla en el numeral 4.2.4.1 del Documento Base.
Es así como, cuando el presupuesto oficial del proceso de contratación se enmarque en alguno de los rangos señalados para los terceros y cuartos rangos de la matriz experiencia del respectivo subsector, y en consecuencia resulte aplicable la opción dos (2) del numeral 4.2.4.1 del documento base, la entidad deberá exigir la totalidad de los cinco (5) criterios ambientales que la componen, sin que le sea dable prescindir de alguno de ellos ni sustituirlo por los previstos para un opción distinta. Correlativamente, el proponente que pretenda obtener el puntaje correspondiente al factor de sostenibilidad ambiental, deberá ofertar el cumplimiento de estos criterios en su integralidad, pues la obtención del puntaje máximo previsto para este factor está condicionada a la asunción conjunta de todos los compromisos que integran la opción aplicable, y no a la selección individual de alguno o algunos de ellos. 

iv) Para la acreditación de los compromisos asumidos y la consecuente asignación del puntaje correspondiente a los criterios ambiental y social, previstos –respectivamente– en los numerales 4.2.4.1 y 4.2.4.2, el documento tipo contempla el Formato 12 – Criterio Ambiental y Social. Este se compone de dos secciones: el Formato 12A – Criterio ambiental y el Formato 12B – Criterio social.
De acuerdo con el numeral 4.2.4.1 “Criterios ambientales” del documento base, la acreditación del compromiso asumido y del ofrecimiento realizado por el proponente respecto de este criterio deberá efectuarse mediante la suscripción del Formato 12A – Criterio ambiental, bajo la gravedad de juramento. 
En este sentido, en el “Formato 12 A – Criterio ambiental” el proponente manifiesta “expresamente bajo la gravedad de juramento el compromiso de ofrecer los siguientes factores de sostenibilidad técnico ambiental agregado, según las condiciones definidas en el Pliego de Condiciones” (énfasis fuera del texto original). 
Seguidamente, el formato dispone que la entidad, de acuerdo con el presupuesto oficial del proceso de selección, deberá escoger una de las tres (3) opciones allí previstas y eliminar las restantes. En este punto, es importante precisar que la opción seleccionada en el Formato 12A – Criterio ambiental debe corresponder exactamente a la opción previamente incorporada en el numeral 4.2.4.1 del documento base, de manera que exista plena correspondencia entre ambos documentos.
En consecuencia, para efectos de la elaboración y diligenciamiento del Formato 12A, la entidad no debe incorporar criterios o condiciones diferentes a los establecidos en el documento base. Por el contrario, deberá reproducir en el formato la opción previamente definida en el numeral 4.2.4.1, incluyendo los criterios ambientales que correspondan con la opción escogida y demás condiciones que resulten aplicables según la selección. Lo anterior tiene como finalidad que los proponentes conozcan con claridad el alcance del compromiso que asumirán al suscribir el formato y que exista correspondencia entre los criterios de evaluación previstos en el documento base y aquellos que serán objeto de acreditación mediante el Formato 12A – Criterio ambiental.
Concretamente, en atención a su consulta sobre el diligenciamiento de la opción dos (2) prevista en el Formato 12A – Criterio ambiental, es preciso indicar que esta incorpora una relación de los criterios ambientales aplicables, identificando para cada uno de ellos su número, denominación y descripción correspondiente.
Posteriormente, el formato contempla una casilla de selección con las opciones “Sí” y “No”, la cual deberá ser diligenciada por el oferente según corresponda. En este sentido, el proponente deberá marcar la opción “Sí” indicando que se compromete a asumirlos durante la ejecución del contrato, o la opción “No” cuando no realice dicho ofrecimiento. De esta manera, el formato permite identificar de forma expresa e inequívoca los compromisos ambientales asumidos por el proponente y que, una vez aceptados, adquirirán carácter vinculante como obligaciones contractuales.
Precisamente, la opción dos (2) del Formato 12 A cuenta con los siguientes (5) criterios ambientales aplicables: i) establecer, medir y hacer seguimiento a un indicador de impacto ambiental adicional a los establecidos en el Plan de Manejo Ambiental –PMA– y/o licencia ambiental y/o demás instrumentos definidos por la normatividad y/o autoridad ambiental competente; ii) contar con un programa de transporte sostenible; iii) contar con un programa de reciclaje y gestión integral de residuos; iv) asegurar la gestión adecuada de los residuos generados durante la prestación del servicio de obra; y v) usar, durante la ejecución de las obras, en las zonas de campamentos y/o frentes de obra, fuentes de energía renovables, eficientes y/o energías alternativas.  Para cada uno de estos criterios se establecen consideraciones específicas para su aplicación. 
En relación con uno de los problemas jurídicos planteados en este concepto, debe indicarse que, la circunstancia de que el Formato 12A – Criterio ambiental contemple una única casilla de selección con las opciones "Sí" y "No" –y no una casilla independiente para cada uno de los cinco criterios que integran la opción dos (2)– confirma, precisamente, el carácter conjunto e indivisible del compromiso ambiental al que se ha hecho referencia. En efecto, si el formato hubiera concebido cada criterio como un ofrecimiento autónomo y susceptible de aceptación o rechazo individual, habría previsto una casilla de verificación independiente para cada uno de ellos. Al no ser así, y al exigirse una sola manifestación de voluntad "Sí" o "No" respecto de la totalidad de los criterios relacionados en la opción aplicable, se corrobora que el proponente únicamente cuenta con dos alternativas: comprometerse con la integridad de los cinco criterios que componen la opción dos (2), o abstenerse de realizar el ofrecimiento ambiental en su conjunto.
En consecuencia, si el proponente pretende obtener el puntaje asociado al criterio ambiental, deberá marcar "Sí" en dicha casilla única, lo cual implica la asunción simultánea de la totalidad de los cinco criterios correspondientes a la opción aplicable según el presupuesto oficial del proceso. Por el contrario, si el proponente no está en capacidad o no tiene la intención de cumplir con alguno de dichos criterios, deberá marcar "No", en cuyo caso no obtendrá puntaje alguno por este factor, sin que el documento base contemple la posibilidad de una asignación parcial o fraccionada del puntaje en función de que el proponente hubiera podido cumplir con algunos, pero no con la totalidad, de los criterios que integran la opción respectiva.
v. Se advierte que el literal i) del Formato 12A –Opción 2– presenta un error de transcripción, consistente en que, antes del texto correspondiente al indicador de impacto ambiental adicional –que es la actividad que, conforme al numeral 4.2.4.1 del Documento Base, corresponde propiamente al literal i–, se insertó de manera duplicada el texto relativo al uso de fuentes de energía renovables, eficientes y/o alternativas, el cual también aparece, de forma idéntica, en el literal v) del mismo formato. Esta circunstancia genera la apariencia de que el literal i) contendría dos actividades distintas fusionadas bajo una misma numeración, lo que ha dado lugar, según se indica, a interpretaciones divergentes por parte de los oferentes en los procesos de contratación que se adelantan con los documentos tipo de licitación de obra pública de infraestructura social – versión 2. 
Sobre el particular la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente reitera que, como se explicó, el Formato 12A no tiene entidad normativa autónoma, sino que constituye un instrumento de acreditación cuyo contenido debe corresponder exactamente al definido en el numeral 4.2.4.1 del documento base. Este último, se insiste, establece de manera clara y sin ambigüedad cinco (5) criterios ambientales para la opción dos (2), enumerados del i) al v), sin que en ningún caso contemple una sexta actividad ni una duplicación del criterio de energías renovables. 
En consecuencia, la inserción de dicho texto dentro del literal i) del formato no puede interpretarse como la creación de una obligación adicional o de un criterio autónomo distinto de los cinco previstos en el documento base, sino que corresponde a un error material de diagramación o copia, que debe resolverse dando prevalencia al contenido del numeral 4.2.4.1, por ser este la fuente normativa que el propio formato está llamado a reproducir fielmente.
En este sentido, el literal i) del Formato 12A debe entenderse referido, única y exclusivamente, a la actividad consistente en establecer, medir y hacer seguimiento a un indicador de impacto ambiental adicional a los establecidos en el Plan de Manejo Ambiental –PMA– y/o licencia ambiental y/o demás instrumentos aplicables, en los mismos términos en que dicha actividad se encuentra definida en el numeral 4.2.4.1 del documento base, mientras que, el fragmento relativo al uso de fuentes de energía renovables que se insertó por error en dicho literal debe tenerse por no incluido en el literal i), en tanto ya se encuentra correcta y autónomamente previsto en el literal v) del mismo formato. De esta manera, el compromiso que asuma el proponente al marcar la casilla "Sí" respecto de la opción dos (2) del Formato 12A recae, en todo caso, sobre los cinco (5) criterios ambientales previstos en el numeral 4.2.4.1 del Documento Base, sin que la anomalía de transcripción detectada modifique el número, el contenido o el alcance de los compromisos exigibles al proponente.
Sin perjuicio de lo anterior, y precisamente en función de esa exigencia de correspondencia entre el Formato 12A y el numeral 4.2.4.1 del documento base, debe advertirse que la entidad se encuentra habilitada para ajustar el formato con el fin de corregir la anomalía de transcripción detectada en el literal i) de la opción dos (2), aun cuando dicho ajuste no corresponda a uno de los espacios expresamente identificados entre corchetes y resaltados en gris para su diligenciamiento. Lo anterior, por cuanto la facultad de ajuste de la entidad no se limita a completar la información que el propio documento tipo habilita expresamente para ello (como ocurre, por ejemplo, con la selección de la opción aplicable según el presupuesto oficial), sino que se extiende también a la corrección de errores materiales o de transcripción que, de mantenerse, contrariarían la exigencia de plena correspondencia entre el formato y el documento base ya explicada. 
En este sentido, para evitar la duplicidad advertida, la entidad puede eliminar del literal i) el fragmento correspondiente al uso de fuentes de energía renovables, eficientes y/o alternativas –que, se reitera, ya se encuentra correcta y autónomamente previsto en el literal v)–, dejando dicho literal i) referido única y exclusivamente a la actividad de establecer, medir y hacer seguimiento al indicador de impacto ambiental adicional, en los mismos términos en que esta se encuentra prevista en el numeral 4.2.4.1 del documento base. Este ajuste no constituye una modificación de los criterios, condiciones o del alcance de los compromisos ambientales exigibles –lo cual, como se explicó, le está vedado a la entidad–, sino simplemente la corrección de un error de diagramación que restituye la fidelidad del formato frente a su fuente normativa, en beneficio de la claridad y seguridad jurídica que debe rodear el diligenciamiento de los documentos del proceso tanto por parte de la entidad como de los proponentes.

Al margen de la explicación precedente debe advertirse que el análisis requerido para resolver problemas específicos en torno a la gestión contractual de las entidades públicas debe ser realizado por quienes tengan interés en ello, de acuerdo con lo explicado en la aclaración preliminar del presente oficio. De esta manera, las afirmaciones aquí realizadas no pueden ser interpretadas como juicios de valor sobre circunstancias concretas relacionadas con los hechos que motivan la consulta. Por lo anterior, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponde a los interesados adoptar la decisión correspondiente y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias.
Dentro de este marco, la entidad contratante definirá en cada caso concreto lo relacionado con el tema objeto de consulta. Al tratarse de un análisis que debe realizarse en el procedimiento contractual específico, la Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del sistema de compras y contratación pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Así, cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones. 



3. Razones de la respuesta:

Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones: 

i. El artículo 1 de la Ley 2022 de 2020 “Por la cual modifica el artículo 4 de la Ley 1882 de 2018 y se dictan otras disposiciones” otorga a la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente la competencia para adoptar los Documentos Tipo que serán de obligatorio cumplimiento en la actividad contractual de todas las entidades sometidas al Estatuto General de la Administración Pública.
Con sustento en esta competencia, esta Agencia expidió diversos grupos de Documentos Tipo aplicables principalmente a la contratación de obras públicas de infraestructura de transporte, de agua potable y saneamiento básico y social, para interventoría y consultoría de estudios de ingeniería, pero también, para la celebración de convenios solidarios con Juntas de Acción Comunal y para los procesos de gestión catastral con enfoque multipropósito. De conformidad con las modalidades de selección establecidas en el artículo 2 de la Ley 1150 de 2007, estos Documentos Tipo se han expedido para las modalidades de selección de licitación pública, selección abreviada de menor cuantía, mínima cuantía, concurso de méritos y contratación directa.
En el sector social, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente en el segundo semestre del año 2025 adoptó las siguientes Resoluciones para contratar obra pública y concurso de méritos:
i) Resolución 539 del 21 de agosto de 2015 "Por la cual se adopta la versión -2- de los documentos tipo para los procesos de selección de licitación de obra pública del sector de infraestructura social y se deroga la Resolución 219 de 2021; se adoptan los documentos tipo complementarios para los procesos de licitación de obra pública de infraestructura social relacionados con los sectores de educación, salud, cultura, recreación y deporte - versión 2 y se derogan las Resoluciones 220, 392 у 454 de 2021; y se adoptan los documentos tipo complementarios para los procesos de licitación de obra pública de infraestructura social relacionados con los sectores institucional y vivienda".
 ii) Resolución 540 del 21 de agosto de 2025 "Por la cual se adoptan los documentos tipo para los procesos de selección abreviada de menor cuantía de obra pública de infraestructura social; y los documentos tipo complementarios para los procesos de selección abreviada de menor cuantía de obra pública de infraestructura social relacionados con los sectores educación, salud, cultura, recreación y deporte, institucional y vivienda".
iii) Resolución 541 del 21 de agosto de 2025 “Por la cual se adoptan los documentos tipo para los procesos de mínima cuantía de obra pública de infraestructura social; y los documentos tipo complementarios para los procesos de mínima cuantía de obra pública de infraestructura social relacionados con los sectores educación, salud, cultura, recreación y deporte, institucional y vivienda”. 
iv) Resolución 952 del 15 de diciembre de 2025 “Por la cual se adoptan los documentos tipo para los procesos de selección de concurso de méritos, para contratar la consultoría de estudios de ingeniería de infraestructura social; que agrupa los sectores de educación, salud, cultura, recreación y deporte, institucional y vivienda”.
v) Resolución 953 del 15 de diciembre de 2025 “Por la cual se adopta la versión - 2 de los documentos tipo transversales para los procesos de concurso de méritos para contratar la interventoría de obras públicas de infraestructura social, los documentos tipo complementarios para los procesos de concurso de méritos para contratar la interventoría de obras públicas de infraestructura social relacionados con el sector educación, salud, cultura, recreación y deporte, institucional y vivienda y se deroga la Resolución 798 del 29 de diciembre de 2023". 
Las Resoluciones 539, 540 y 541 del 21 de agosto de 2025, así como las Resoluciones 952 y 953 del 15 de diciembre de 2025, adoptadas en el sector de infraestructura social, aplican de forma transversal a las modalidades de selección indicadas y a los proyectos de infraestructura, interventoría y consultoría enmarcados dentro de los sectores educativo, salud, cultura, recreación y deporte, institucional y vivienda, en los procesos de selección cuyo aviso de convocatoria se publique a partir del 16 de febrero de 2026[footnoteRef:1]. [1:  Resolución 539 del 21 de agosto de 2025, artículo 23. “Vigencia. La presente resolución rige a partir de su publicación y aplicará a los procedimientos de selección de licitación de obra pública de infraestructura social en los sectores educación, salud, cultura, recreación y deporte, institucional y vivienda, cuyo aviso de convocatoria sea publicado a partir del 16 de febrero de 2026”.

Resolución 540 del 21 de agosto de 2025, artículo 22. Vigencia. La presente resolución rige a partir de su publicación y aplicará a los procedimientos de selección abreviada de menor cuantía de obra pública de infraestructura social de los sectores educación, salud, cultura, recreación y deporte, institucional y vivienda, cuyo aviso de convocatoria sea publicado a partir del 16 de febrero de 2026.

Resolución 541 del 21 de agosto de 2025, artículo 22. Vigencia. La presente resolución rige a partir de su publicación y aplicará a los procedimientos de mínima cuantía de obra pública de infraestructura de los sectores educación, salud, cultura, recreación y deporte, institucional y vivienda, cuyo aviso de convocatoria sea publicado a partir del 16 de febrero de 2026.

Resolución 952 del 15 de diciembre de 2025, artículo 22. Vigencia. La presente resolución rige a partir de su publicación, y aplicará para los procesos de selección de concurso de méritos para contratar la consultoría de estudios de ingeniería de infraestructura social en los sectores educación, salud, cultura, recreación y deporte, institucional y vivienda, cuyo aviso de convocatoria se publique a partir del 16 de febrero de 2026.

Resolución 953 del 15 de diciembre de 2025, artículo 22. Vigencia y derogatorias. La presente resolución rige a partir de su publicación, deroga la Resolución 798 del 29 de diciembre de 2023 y sus modificaciones posteriores, y aplicará para los procesos de selección de concurso de méritos para contratar la interventoría de obras públicas de infraestructura social en los sectores educación, salud, cultura, recreación y deporte, institucional y vivienda, cuyo aviso de convocatoria se publique a partir del 16 de febrero de 2026.] 

Es importante resaltar que, en virtud de la regla de inalterabilidad, los documentos tipo solo pueden ser modificados en los aspectos en que estos lo permitan. Esto corresponde a aquellos aspectos que se encuentran entre corchetes y resaltados en gris –[texto]–, para lo cual deberán observarse las instrucciones contenidas en los mismos para su diligenciamiento.
Por lo tanto, la entidad solo podrá modificar aspectos de los documentos tipo cuando así esté permitido, en los términos expuestos. Lo anterior implica que, en los apartes en que los documentos tipo no lo permitan, la entidad deberá integrar el contenido de estos a su proceso de contratación sin ningún tipo de alteración. 
Para establecer si determinado objeto contractual se encuentra cobijado o no por los documentos tipo, es necesario determinar si el mismo se enmarca en los tipos de infraestructura, modalidades de selección y tipos de obra estandarizadas en las respectivas matrices de experiencia. De esta manera, solo resulta obligatoria la aplicación de un documento tipo en particular cuando se ha establecido que el objeto contractual y la modalidad en la que debe contratarse están dentro del ámbito de aplicación de las resoluciones expedidas por esta Agencia mediante las cuales se adoptan documentos tipo.
Uno de los elementos comunes a los diferentes documentos tipo es la “Matriz – Experiencia”. Esta consta de unas celdas en las que se describe la experiencia requerida en relación con el objeto a contratar, definiendo además qué tipo de actividades relacionadas con cada sector deben acogerse a los pliegos tipo. Por otro lado, encontramos el “Anexo – Glosario”, el cual contiene las definiciones de los términos usados en los documentos del proceso. Utilizando estos dos documentos, la entidad estatal puede definir si el objeto a contratarse debe emplear los documentos tipo adoptados por esta Agencia.
La Matriz – Experiencia, cumple una doble función: Por un lado, sirve para estandarizar las condiciones de experiencia, conforme al parágrafo 7 del artículo 2 de la Ley 1150 de 2007. De otro lado, dicha matriz permite determinar el ámbito de aplicación de los documentos tipo respecto de objetos contractuales asociados, ya que son las actividades descritas en esta las que, obligatoriamente, deben contratarse aplicando documentos tipo.
De esta manera, para saber a qué actividades deben aplicarse los documentos tipo de licitación de obra pública de infraestructura social expedidos por esta Agencia, la entidad debe verificar que estos apliquen para la modalidad de selección en la que debe celebrarse el proceso, subsumiendo el objeto a contratar en los tipos de proyectos de infraestructura a contratarse. Por tanto, si el objeto contractual a ejecutar se encuadra materialmente dentro de alguno de los tipos actividades concretas señaladas en cada una de las matrices de experiencia, se tendrán que aplicar estos documentos tipo para los mencionados sectores −según corresponda−, mientras que en el caso contrario no será forzosa su aplicación.

ii) En el Capítulo IV del Documento Base o Pliego Tipo de Licitación de Obra Pública de Infraestructura Social – Versión 2, se establecen los criterios de evaluación, de asignación de puntaje y los criterios de desempate aplicables al respectivo proceso de selección. En este sentido, se dispone que la entidad calificará las ofertas que hayan acreditado el cumplimiento de los requisitos habilitantes, asignando los siguientes puntajes: i) oferta económica, cuarenta y ocho punto cinco (48,5) puntos; ii) factor de calidad, treinta (30) puntos; iii) apoyo a la industria nacional, veinte (20) puntos; iv) vinculación de personas con discapacidad, un (1) punto; v) emprendimientos y empresas de mujeres, cero punto veinticinco (0,25) puntos; y vi) Mipyme, cero punto veinticinco (0,25) puntos, para un total de cien (100) puntos.
	Respecto de los factores de calidad en los documentos tipo de licitación de obra pública de infraestructura social – versión 2, el numeral 4.2 del documento base indica que, la entidad debe elegir una o algunas de las siguientes opciones, de acuerdo con la justificación consignada en el estudio del sector, estudios y documentos previos: i) implementación del programa de gerencia de proyectos, ii) disponibilidad y condiciones funcionales de la maquinaria de obra y iii) presentación de un plan de calidad. Adicionalmente, dicho numeral dispone que la entidad deberá incluir, en todo caso, el criterio ambiental y el criterio social, de conformidad con lo previsto en el numeral 4.2.4. Para estos dos criterios señala un total de 20 puntos. 
	El numeral 4.2.4, denominado “Criterios ambientales y sociales”, del documento base establece que la entidad asignará: i) un puntaje de quince (15) puntos al proponente que se comprometa a ofrecer alguno de los elementos que conforman el criterio ambiental, y ii) un puntaje de cinco (5) puntos al proponente que se comprometa a ofrecer alguno de los elementos que conforman el criterio social. En consecuencia, ambos criterios otorgan un total de veinte (20) puntos. 
En relación con el primero de estos criterios –el ambiental–, este se desarrolla en el numeral 4.2.4.1 del documento base, en el que se reitera que la entidad asignará un puntaje de quince (15) puntos al proponente que se comprometa a ofrecer alguno de los elementos que conforman el factor de sostenibilidad técnico–ambiental. Este compromiso deberá acreditarse mediante la suscripción del Formato 12A – Criterio ambiental, en el cual deberá constar, bajo la gravedad de juramento, tanto el compromiso asumido como el ofrecimiento realizado.
Asimismo, el numeral dispone que los ofrecimientos son de carácter opcional para los proponentes que, de acuerdo con el análisis efectuado, se encuentren en capacidad de materializarlos y cumplirlos. Por consiguiente, los proponentes que no alleguen el Formato 12A – Criterio ambiental no obtendrán el puntaje correspondiente a este criterio de evaluación.
El numeral precisa que las medidas implementadas en el marco del criterio ambiental serán asumidas por cuenta y riesgo del proponente y que, una vez ofrecidas, tendrán carácter vinculante como obligaciones contractuales. Por consiguiente, será objeto de vigilancia por la interventoría durante la ejecución del contrato de obra. 
Adicionalmente, se señala que, si el proceso se adelanta por lotes o segmentos, el presupuesto de referencia para cada opción de las prevista por el criterio ambiental se entenderá como el presupuesto de cada lote o segmento. 
Seguidamente, en el numeral se establecen cuatro (4) consideraciones para la obtención del puntaje. Estas son: 

I. Los costos asociados a la implementación de los elementos que componen este factor serán asumidos por el Contratista. 
II. La verificación del ofrecimiento se hará por parte de la interventoría en la ejecución del Contrato. 
III. Si el Contratista durante la ejecución del contrato no cumple con estos compromisos, que se convierten en obligaciones contractuales, la Entidad podrá acudir a las multas para conminar al Contratista a su cumplimiento, o clausula penal de acuerdo con lo pactado en el Contrato.
IV. Las actividades derivadas del ofrecimiento realizado son adicionales a aquellas propias de la ejecución del Contrato de obra y del cumplimiento de las obligaciones impuestas por las autorizaciones, permisos, licencias ambientales, licencias de construcción, planes de manejo ambiental, planes de ordenamiento territorial, para el desarrollo de la obra.

Para efectos de la acreditación del compromiso y la correspondiente asignación del puntaje, el documento base dispone que el proponente deberá presentar el Formato 12A – Criterio Ambiental, debidamente suscrito y bajo la gravedad de juramento, en el que conste el compromiso asumido.
Ahora bien, la entidad deberá seleccionar, de conformidad con el presupuesto oficial del proceso de selección, una de las alternativas previstas en el numeral 4.2.4.1 del documento base, suprimiendo las opciones restantes.
En este sentido, el documento contempla tres (3) opciones, entre las cuales la entidad deberá escoger una (1), atendiendo al rango del presupuesto oficial aplicable al proceso de selección, de conformidad con lo establecido en la Matriz 1 – Experiencia. Dichas opciones son las siguientes:

“Opción 1: Para Procesos de Contratación cuyo Presupuesto Oficial se enmarque en los dos primeros rangos establecidos en las matrices de experiencia de cada Subsector (…)”.
“Opción 2: Para Procesos de Contratación cuyo Presupuesto Oficial se enmarque en los terceros y cuartos rangos establecidos en las matrices de experiencia de cada Subsector (…)”.
Opción 3: Para Procesos de Contratación cuyo Presupuesto Oficial se enmarque en el quinto y último rango establecido en las matrices de experiencia de cada Subsector (…)”. 

En cada una de las opciones se establecen unos criterios ambientales que deberá exigir la entidad de acuerdo con las instrucciones que se señalan para cada uno de estos. Es así como, la opción 1 contempla el cumplimiento de cuatro (4) criterios y la opción 2 de cinco (5), la opción 3, prevista para los procesos de selección con presupuestos oficiales de mayor cuantía, incorpora criterios de mayor complejidad técnica y exige el cumplimiento de siete (7) criterios.
En relación con su solicitud, debe advertirse que, una vez la entidad determine la opción aplicable al proceso de contratación en función del rango del presupuesto oficial correspondiente, los criterios ambientales –que integran la opción–, no son de carácter optativo o discrecional para su inclusión individual, sino que deberán exigirse en su totalidad. 
En otras palabras, la discrecionalidad de la entidad se agota en la selección de la opción –uno (1), dos (2) y tres (3)– que corresponda según la cuantía del proceso de contratación, mas no se extiende a decidir, dentro de la opción ya escogida, cuáles de los criterios ambientales que la componen incorpora o excluye del pliego de condiciones. Esto obedece a que el documento base –numeral 4.2.4.1– concibió cada opción como un bloque integral y armónico, diseñado en función de la complejidad y magnitud del proyecto según su cuantía, de manera que la exigencia parcial o selectiva de los criterios desnaturalizaría la finalidad de estandarización y proporcionalidad que inspira la estructura de las tres (3) opciones.
Ahora bien, lo anterior no obsta para precisar que, la obligatoriedad de incluir la totalidad de los criterios que integran la opción seleccionada admite una salvedad expresamente prevista por el propio documento base, y no una excepción que quede al arbitrio de la entidad. En efecto, tratándose del criterio de instalación de ciclo–parqueaderos –previsto dentro de la opción 3–, la norma dispone que la entidad deberá tener la certeza de contar con un espacio disponible en el área de intervención de la obra pública, así como con las condiciones físicas y reales del predio que hagan técnicamente viable dicha instalación, señalando expresamente que, "(…) en caso contrario, este criterio no será aplicado". Se trata, entonces, de una condición de viabilidad técnica y material incorporada por el propio documento base al criterio en cuestión, y no de una facultad discrecional de la entidad para omitirlo por razones de conveniencia o simple decisión administrativa.
Distinto es el tratamiento dado al criterio de siembra de especímenes arbóreos nativos de la zona –también previsto en la opción 3–, respecto del cual, el documento base no contempla la posibilidad de que el criterio "no sea aplicado" ante la ausencia de espacio disponible en el predio de intervención, sino que, por el contrario, dispone que en tal evento la entidad y el contratista deberán acordar un lugar alternativo, ya sea en el espacio público o en zonas de reserva ambiental del municipio o distrito donde se ejecute la obra, para efectos de llevar a cabo la siembra. Es decir, en este caso la falta de espacio en el predio del proyecto no exime a la entidad de exigir el criterio, sino que activa una regla de reubicación que garantiza su cumplimiento por una vía distinta.
En consecuencia, salvo por la condición de viabilidad técnica expresamente prevista para el criterio de ciclo-parqueaderos –que constituye una excepción puntual y no una regla general–, los demás criterios ambientales que integran cada una de las opciones deberán ser exigidos por la entidad en su totalidad, sin que le sea dable, por fuera de dicha salvedad expresa, prescindir de alguno de ellos una vez determinada la opción aplicable según el presupuesto oficial del proceso.
Lo dispuesto en los dos párrafos precedentes, encuentra sustento adicional, contrastando el contenido del numeral 4.2.4.1 del documento base con la regulación que este establece del factor de calidad, previsto en el numeral 4.2. En efecto, tratándose de estos factores –la implementación del programa de gerencia de proyectos, la disponibilidad y condiciones funcionales de la maquinaria de la obra, y la presentación de un plan de calidad–, la entidad sí cuenta con una facultad de elección que le permite escoger uno o algunos de los criterios señalados, para lo cual dispone de un total de diez (10) puntos, que puede distribuir libremente entre las opciones seleccionadas, siempre que la sumatoria no exceda ese límite, incluso, si decide combinar varios de estos criterios. Esta libertad de configuración se evidencia expresamente en los numerales –4.2.1,4.2.2 y 4.2.3– en los que el puntaje a asignar es definido por la propia entidad, “siempre y cuando no se superior a 10 puntos aún si escoge varios criterios”, lo que confirma que, en este factor, tanto la selección de los criterios como la asignación del puntaje corresponde a un ejercicio de discrecionalidad reglada para la entidad que adelanta el proceso. 

iii. Considerando que usted indaga por la opción dos (2) dispuesta en el numeral 4.2.4.1 del documento base, esta opción establece lo siguiente:

“Opción 2: Para Procesos de Contratación cuyo Presupuesto Oficial se enmarque en los terceros y cuartos rangos establecidos en las matrices de experiencia de cada Subsector, así:
	Subsector
	Rango de cuantía 

	Educativo
	Entre 1.501 y 5.000 SMMLV

	Salud
	Entre 1.501 y 8.000 SMMLV

	Cultura, recreación y deporte
	Entre 1001 y 3.500 SMMLV

	Institucional de Servicio Público
	Entre 1,001 y 10.000 SMMLV

	Institucional de Seguridad Pública - (Inc. Sitios de reclusión)
	Entre 2.501 y 20.000 SMMLV

	Vivienda
	Entre 1,501 y 5.000 SMMLV



i) Establecer, medir y hacer seguimiento a un indicador de impacto ambiental adicional a los establecidos en el Plan de Manejo Ambiental - PMA y/o licencia ambiental y/o demás instrumentos definidos por la Normatividad y/o Autoridad Ambiental. 
Nota 17: Es importante aclarar que esta opción es adicional a lo que pueda solicitarse en un permiso, plan de manejo o licencia ambiental. Es decir, es adicional al cumplimiento normativo y de obligaciones ambientales establecidos por la autoridad ambiental que corresponda.
ii) Contar con un programa de transporte sostenible, donde se establezcan de manera evidenciable, a través de metas e indicadores, medidas que contengan entre otros, algunos aspectos relacionados con diversificación de modos de transporte como por ejemplo: combinación con el sistema público, vehículos compartidos, sistemas de movilidad activa puede ser uso de bicicletas, patinetas o incluso caminar, de ser posible uso de tecnologías limpias y vehículos de bajas emisiones o uso compartido de vehículos y promover opciones de transporte seguro y aspectos de conducción eficiente, entre otros.
iii) Contar con un programa de reciclaje y gestión integral de residuos (ordinarios, aprovechables, orgánicos, residuos de aparatos eléctricos y electrónicos-RAEES), donde se establezcan de manera evidenciable a través de metas e indicadores, las medidas implementadas de reciclaje y/o reutilización de residuos y su adecuada gestión. Durante la ejecución del proyecto tendrá que presentar el documento “Programa de reciclaje y gestión integral de residuos”, donde se evidencien las metas e indicadores, principalmente de reciclaje.
iv) Asegurar la gestión adecuada de los residuos (ordinarios, aprovechables, residuos de aparatos eléctricos y electrónicos-RAEES) generados durante la prestación del servicio de obra en el marco de la normatividad vigente y aplicable, así como toda aquella que la modifique o la sustituya. Durante la ejecución del proyecto tendrá que entregar actas o documentos que evidencien la gestión de residuos efectuada durante la ejecución del contrato.
v) Usar durante la ejecución de las obras, en las zonas de campamentos y/o frentes de obra, fuentes de energía renovables, eficientes y/o energías alternativas; por ejemplo, paneles solares, iluminación LED, entre otras, garantizando la adecuada utilización y disposición de los recursos empleados.  

La opción 2 aplica a los procesos de contratación cuyo presupuesto oficial se enmarque en los terceros y cuartos rangos previstos en las matrices de experiencia de cada subsector de infraestructura social. En consecuencia, esta opción deberá seleccionarse cuando el presupuesto oficial del proceso se encuentre: i) entre mil quinientos uno (1.501) y cinco mil (5.000) SMMLV para el subsector educativo; ii) entre mil quinientos uno (1.501) y ocho mil (8.000) SMMLV para el subsector salud; iii) entre mil uno (1.001) y tres mil quinientos (3.500) SMMLV para el subsector cultura, recreación y deporte; iv) entre mil uno (1.001) y diez mil (10.000) SMMLV para el subsector institucional de servicio público; v) entre dos mil quinientos uno (2.501) y veinte mil (20.000) SMMLV para el subsector institucional de seguridad pública (incluidos los sitios de reclusión); y vi) entre mil quinientos uno (1.501) y cinco mil (5.000) SMMLV para el subsector vivienda.
Dentro de la opción dos (2), se establecen cinco (5) criterios ambientales aplicables, estos son: i) establecer, medir y hacer seguimiento a un indicador de impacto ambiental adicional a los establecidos en el Plan de Manejo Ambiental –PMA– y/o licencia ambiental y/o demás instrumentos definidos por la normatividad y/o autoridad ambiental competente; ii) contar con un programa de transporte sostenible; iii) contar con un programa de reciclaje y gestión integral de residuos; iv) asegurar la gestión adecuada de los residuos generados durante la prestación del servicio de obra; y v) usar, durante la ejecución de las obras, en las zonas de campamentos y/o frentes de obra, fuentes de energía renovables, eficientes y/o energías alternativas. Para cada uno de estos criterios se establecen consideraciones específicas para su aplicación, según se detalla en el numeral 4.2.4.1 del Documento Base.
Es así como, cuando el presupuesto oficial del proceso de contratación se enmarque en alguno de los rangos señalados para los terceros y cuartos rangos de la matriz experiencia del respectivo subsector, y en consecuencia resulte aplicable la opción dos (2) del numeral 4.2.4.1 del documento base, la entidad deberá exigir la totalidad de los cinco (5) criterios ambientales que la componen, sin que le sea dable prescindir de alguno de ellos ni sustituirlo por los previstos para un opción distinta. Correlativamente, el proponente que pretenda obtener el puntaje correspondiente al factor de sostenibilidad ambiental, deberá ofertar el cumplimiento de estos criterios en su integralidad, pues la obtención del puntaje máximo previsto para este factor está condicionada a la asunción conjunta de todos los compromisos que integran la opción aplicable, y no a la selección individual de alguno o algunos de ellos. 

vi) Para la acreditación de los compromisos asumidos y la consecuente asignación del puntaje correspondiente a los criterios ambiental y social, previstos –respectivamente– en los numerales 4.2.4.1 y 4.2.4.2, el documento tipo contempla el Formato 12 – Criterio Ambiental y Social. Este se compone de dos secciones: el Formato 12A – Criterio ambiental y el Formato 12B – Criterio social.
De acuerdo con el numeral 4.2.4.1 “Criterios ambientales” del documento base, la acreditación del compromiso asumido y del ofrecimiento realizado por el proponente respecto de este criterio deberá efectuarse mediante la suscripción del Formato 12A – Criterio ambiental, bajo la gravedad de juramento. 
En este sentido, en el “Formato 12 A – Criterio ambiental” el proponente manifiesta “expresamente bajo la gravedad de juramento el compromiso de ofrecer los siguientes factores de sostenibilidad técnico ambiental agregado, según las condiciones definidas en el Pliego de Condiciones” (énfasis fuera del texto original). 
Seguidamente, el formato dispone que la entidad, de acuerdo con el presupuesto oficial del proceso de selección, deberá escoger una de las tres (3) opciones allí previstas y eliminar las restantes. En este punto, es importante precisar que la opción seleccionada en el Formato 12A – Criterio ambiental debe corresponder exactamente a la opción previamente incorporada en el numeral 4.2.4.1 del documento base, de manera que exista plena correspondencia entre ambos documentos.
En consecuencia, para efectos de la elaboración y diligenciamiento del Formato 12A, la entidad no debe incorporar criterios o condiciones diferentes a los establecidos en el documento base. Por el contrario, deberá reproducir en el formato la opción previamente definida en el numeral 4.2.4.1, incluyendo los criterios ambientales que correspondan con la opción escogida y demás condiciones que resulten aplicables según la selección. Lo anterior tiene como finalidad que los proponentes conozcan con claridad el alcance del compromiso que asumirán al suscribir el formato y que exista correspondencia entre los criterios de evaluación previstos en el documento base y aquellos que serán objeto de acreditación mediante el Formato 12A – Criterio ambiental.
Concretamente, en atención a su consulta sobre el diligenciamiento de la opción dos (2) prevista en el Formato 12A – Criterio ambiental, es preciso indicar que esta incorpora una relación de los criterios ambientales aplicables, identificando para cada uno de ellos su número, denominación y descripción correspondiente.
Posteriormente, el formato contempla una casilla de selección con las opciones “Sí” y “No”, la cual deberá ser diligenciada por el oferente según corresponda. En este sentido, el proponente deberá marcar la opción “Sí” indicando que se compromete a asumirlos durante la ejecución del contrato, o la opción “No” cuando no realice dicho ofrecimiento. De esta manera, el formato permite identificar de forma expresa e inequívoca los compromisos ambientales asumidos por el proponente y que, una vez aceptados, adquirirán carácter vinculante como obligaciones contractuales.
Precisamente, la opción dos (2) del Formato 12 A cuenta con los siguientes (5) criterios ambientales aplicables: i) establecer, medir y hacer seguimiento a un indicador de impacto ambiental adicional a los establecidos en el Plan de Manejo Ambiental –PMA– y/o licencia ambiental y/o demás instrumentos definidos por la normatividad y/o autoridad ambiental competente; ii) contar con un programa de transporte sostenible; iii) contar con un programa de reciclaje y gestión integral de residuos; iv) asegurar la gestión adecuada de los residuos generados durante la prestación del servicio de obra; y v) usar, durante la ejecución de las obras, en las zonas de campamentos y/o frentes de obra, fuentes de energía renovables, eficientes y/o energías alternativas.Para cada uno de estos criterios se establecen consideraciones específicas para su aplicación. 
En relación con uno de los problemas jurídicos planteados en este concepto, debe indicarse que, la circunstancia de que el Formato 12A – Criterio ambiental contemple una única casilla de selección con las opciones "Sí" y "No" –y no una casilla independiente para cada uno de los cinco criterios que integran la opción dos (2)– confirma, precisamente, el carácter conjunto e indivisible del compromiso ambiental al que se ha hecho referencia. En efecto, si el formato hubiera concebido cada criterio como un ofrecimiento autónomo y susceptible de aceptación o rechazo individual, habría previsto una casilla de verificación independiente para cada uno de ellos. Al no ser así, y al exigirse una sola manifestación de voluntad "Sí" o "No" respecto de la totalidad de los criterios relacionados en la opción aplicable, se corrobora que el proponente únicamente cuenta con dos alternativas: comprometerse con la integridad de los cinco criterios que componen la opción dos (2), o abstenerse de realizar el ofrecimiento ambiental en su conjunto.
En consecuencia, si el proponente pretende obtener el puntaje asociado al criterio ambiental, deberá marcar "Sí" en dicha casilla única, lo cual implica la asunción simultánea de la totalidad de los cinco criterios correspondientes a la opción aplicable según el presupuesto oficial del proceso. Por el contrario, si el proponente no está en capacidad o no tiene la intención de cumplir con alguno de dichos criterios, deberá marcar "No", en cuyo caso no obtendrá puntaje alguno por este factor, sin que el documento base contemple la posibilidad de una asignación parcial o fraccionada del puntaje en función de que el proponente hubiera podido cumplir con algunos, pero no con la totalidad, de los criterios que integran la opción respectiva.
Ahora bien, en relación con el quinto (5) problema jurídico planteado en este concepto, se advierte que el literal i) del Formato 12A –Opción 2– presenta un error de transcripción, consistente en que, antes del texto correspondiente al indicador de impacto ambiental adicional –que es la actividad que, conforme al numeral 4.2.4.1 del Documento Base, corresponde propiamente al literal i–, se insertó de manera duplicada el texto relativo al uso de fuentes de energía renovables, eficientes y/o alternativas, el cual también aparece, de forma idéntica, en el literal v) del mismo formato. Esta circunstancia genera la apariencia de que el literal i) contendría dos actividades distintas fusionadas bajo una misma numeración, lo que ha dado lugar, según se indica, a interpretaciones divergentes por parte de los oferentes en los procesos de contratación que se adelantan con los documentos tipo de licitación de obra pública de infraestructura social – versión 2. 
Sobre el particular la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente reitera que, como se explicó, el Formato 12A no tiene entidad normativa autónoma, sino que constituye un instrumento de acreditación cuyo contenido debe corresponder exactamente al definido en el numeral 4.2.4.1 del documento base. Este último, se insiste, establece de manera clara y sin ambigüedad cinco (5) criterios ambientales para la opción dos (2), enumerados del i) al v), sin que en ningún caso contemple una sexta actividad ni una duplicación del criterio de energías renovables. 
En consecuencia, la inserción de dicho texto dentro del literal i) del formato no puede interpretarse como la creación de una obligación adicional o de un criterio autónomo distinto de los cinco previstos en el documento base, sino que corresponde a un error material de diagramación o copia, que debe resolverse dando prevalencia al contenido del numeral 4.2.4.1, por ser este la fuente normativa que el propio formato está llamado a reproducir fielmente.
En este sentido, el literal i) del Formato 12A debe entenderse referido, única y exclusivamente, a la actividad consistente en establecer, medir y hacer seguimiento a un indicador de impacto ambiental adicional a los establecidos en el Plan de Manejo Ambiental –PMA– y/o licencia ambiental y/o demás instrumentos aplicables, en los mismos términos en que dicha actividad se encuentra definida en el numeral 4.2.4.1 del documento base, mientras que, el fragmento relativo al uso de fuentes de energía renovables que se insertó por error en dicho literal debe tenerse por no incluido en el literal i), en tanto ya se encuentra correcta y autónomamente previsto en el literal v) del mismo formato. De esta manera, el compromiso que asuma el proponente al marcar la casilla "Sí" respecto de la opción dos (2) del Formato 12A recae, en todo caso, sobre los cinco (5) criterios ambientales previstos en el numeral 4.2.4.1 del Documento Base, sin que la anomalía de transcripción detectada modifique el número, el contenido o el alcance de los compromisos exigibles al proponente.
Sin perjuicio de lo anterior, y precisamente en función de esa exigencia de correspondencia entre el Formato 12A y el numeral 4.2.4.1 del documento base, debe advertirse que la entidad se encuentra habilitada para ajustar el formato con el fin de corregir la anomalía de transcripción detectada en el literal i) de la opción dos (2), aun cuando dicho ajuste no corresponda a uno de los espacios expresamente identificados entre corchetes y resaltados en gris para su diligenciamiento. Lo anterior, por cuanto la facultad de ajuste de la entidad no se limita a completar la información que el propio documento tipo habilita expresamente para ello (como ocurre, por ejemplo, con la selección de la opción aplicable según el presupuesto oficial), sino que se extiende también a la corrección de errores materiales o de transcripción que, de mantenerse, contrariarían la exigencia de plena correspondencia entre el formato y el documento base ya explicada. 
En este sentido, para evitar la duplicidad advertida, la entidad puede eliminar del literal i) el fragmento correspondiente al uso de fuentes de energía renovables, eficientes y/o alternativas –que, se reitera, ya se encuentra correcta y autónomamente previsto en el literal v)–, dejando dicho literal i) referido única y exclusivamente a la actividad de establecer, medir y hacer seguimiento al indicador de impacto ambiental adicional, en los mismos términos en que esta se encuentra prevista en el numeral 4.2.4.1 del documento base. Este ajuste no constituye una modificación de los criterios, condiciones o del alcance de los compromisos ambientales exigibles –lo cual, como se explicó, le está vedado a la entidad–, sino simplemente la corrección de un error de diagramación que restituye la fidelidad del formato frente a su fuente normativa, en beneficio de la claridad y seguridad jurídica que debe rodear el diligenciamiento de los documentos del proceso tanto por parte de la entidad como de los proponentes.

v) Al margen de la explicación precedente debe advertirse que el análisis requerido para resolver problemas específicos en torno a la gestión contractual de las entidades públicas debe ser realizado por quienes tengan interés en ello, de acuerdo con lo explicado en la aclaración preliminar del presente oficio. De esta manera, las afirmaciones aquí realizadas no pueden ser interpretadas como juicios de valor sobre circunstancias concretas relacionadas con los hechos que motivan la consulta. Por lo anterior, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponde a los interesados adoptar la decisión correspondiente y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias.
Dentro de este marco, la entidad contratante definirá en cada caso concreto lo relacionado con el tema objeto de consulta. Al tratarse de un análisis que debe realizarse en el procedimiento contractual específico, la Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del sistema de compras y contratación pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Así, cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones. 

4. Referencias normativas, jurisprudenciales y otras fuentes:
4. Referencias normativas, jurisprudenciales y otras fuentes:
	
· Ley 2022 de 2020, artículo 1. 
· Ley 1150 de 2007, artículo 2.
· Documentos Tipo. Disponibles en: https://www.colombiacompra.gov.co/documentos-tipo/documentos-tipo. 



5.Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

La Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente se pronunció sobre el ámbito de aplicación de los documentos tipo de infraestructura social, en los conceptos C-375 del 27 de septiembre de 2021, C-536 del 29 de septiembre de 2021, P20210826007696 del 6 de octubre de 2021, C-729 del 24 de enero de 2022, C-090 del 16 de marzo de 2022, C-287 del 11 de mayo de 2022, C-334 del 25 de mayo de 2022, C-344 del 9 de junio de 2022, C-436 del 6 de julio de 2022, C-951 del 18 enero de 2023,C-231 del 30 de junio de 2023, C-587 del 23 de octubre de 2024,	C-636 del 1 de noviembre de 2024, C-777 del 9 de diciembre de 2024, C-971 del 21 de enero de 2025, C-1813 del 31 de diciembre de 2025, C-186 del 16 de marzo de 2026, C-258 del 19 de marzo de 2026, C-392 del 20 de abril de 2026, C-386 del 23 de abril de 2026, C-475 del 23 de abril de 2026, C-452 del 4 de mayo de 2026, C-583 del 8 de mayo de 2026, entre otros. 

Particularmente, sobre los criterios sociales y ambientales dispuestos en los documentos tipo de licitación de obra pública de infraestructura social, esta Subdirección de pronunció en los siguientes conceptos: C-249 del 19 de marzo de 2026, C-639 del 28 de mayo de 2026 y C-845 del 3 de julio de 2026, entre otros. 

Estos y otros conceptos se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de Relatoría de la Agencia, en el cual también podrás encontrar jurisprudencia del Consejo de Estado, laudos arbitrales y la normativa de la contratación concordada con la doctrina de la Subdirección de Gestión Contractual. Accede a través del siguiente enlace: https://relatoria.colombiacompra.gov.co/ .

Las garantías no son un requisito formal: son el instrumento con el que se protege el patrimonio público frente a los riesgos del contrato. Por ello, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– te invita a consultar la nueva versión de la Guía para la Exigencia y Constitución de Garantías en los Procesos de Contratación, dirigida a las entidades sometidas al EGCAP y a las de regímenes exceptuados, así como a proveedores y órganos de control. Encontrarás orientaciones sobre las clases de garantías admisibles, la correspondencia entre riesgos asignados y amparos exigidos, su suficiencia y vigencia, y el procedimiento para hacerlas efectivas. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-de-garantias-en-procesos-de-contratacion

De otro lado, te contamos que el Decreto 287 del 19 de marzo de 2026 sustituyó los artículos 2.2.1.2.4.2.6., 2.2.1.2.4.2.7. y 2.2.1.2.4.2.8. del Decreto 1082 de 2015 y estructuró el Sistema Integral de Preferencias en favor de las personas con discapacidad, en cumplimiento del artículo 13 de la Ley Estatutaria 1618 de 2013. Para orientar su aplicación, esta Agencia expidió la Circular Externa 003 del 12 de mayo de 2026, en la que precisa quiénes son los beneficiarios, las cinco medidas que integran el sistema y su obligatoriedad según la modalidad de selección, y el régimen de transición aplicable a los procesos en curso. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-003-de-2026

Recuerda también que la información sobre sanciones e inhabilidades solo cumple su función preventiva si llega oportunamente a los registros públicos. Sobre este deber, esta Agencia expidió la Circular Externa 002 del 5 de mayo de 2026, dirigida a todas las entidades del Estado sin distinción de su régimen contractual, en la que reitera la obligatoriedad de reportar caducidades, multas, sanciones, declaratorias de incumplimiento e inhabilidades ante las Cámaras de Comercio, la Procuraduría General de la Nación y el SECOP, e indica los responsables, los portales dispuestos para el efecto y las consecuencias disciplinarias de omitir este deber. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-002-de-2026

Finalmente, si quieres seguir de cerca la actividad de la Agencia, la tercera edición de 2026 del Radar de la Compra Pública reúne, entre otros contenidos, la Circular Externa 003 de 2026, el Decreto 552 de 2026, un estudio sobre inteligencia artificial en la compra pública, los avances de la Relatoría, análisis jurisprudencial, conceptos jurídicos destacados y la oferta de la Escuela Virtual ANCP-CCE. Descárgalo aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/boletin/boletin-edicion-n-3-de-2026-radar-de-la-compra-publica"

Por último, lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 

Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente Instagram: @colombiacompraeficiente_cce

Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1 del Decreto 1082 de 2015.

Atentamente,
[image: Texto
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